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Procede el Despacho a resolver la solicitud de medida cautelar de suspensión provisional de algunos 

apartes de los artículo 181, 184 y 188 del Acuerdo Municipal de Tuluá No. 017 de 2015 “POR MEDIO 

DEL CUAL SE ADOPTA LA REVISIÓN Y AJUSTE DEL PLAN DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL 

–POT DEL MUNICIPIO DE TULUÁ”, solicitada por la sociedad demandante Andean Tower Partners 

Colombia S.A.S. 

 

ANTECEDENTES 

 

La sociedad Andean Tower Partners Colombia S.A.S. promovió demanda de simple nulidad en contra 

del municipio de Tuluá (V.), con las siguientes pretensiones: 

 

“1.- Se DECLARE la nulidad parcial del artículo 181 inciso primero, numerales 1, 2 y parágrafos 1 

y 4 del Acuerdo Nro. 017 de 2015. 

 

2. Se DECLARE la nulidad total del artículo 184 del Acuerdo No. 017 de 2015, con el 

establecimiento de condiciones de mimetización de manera generalizada, sin que se prevea que 

dichos condicionamientos deben estar reglados por entes especializados en la materia, toda vez 

que dicha limitación contraría la Constitución Política y la ley. 

 

3. Se DECLARE la nulidad del artículo 188 numeral 1 del Acuerdo No. 017 de 2015, en los apartes 

relacionados con la limitación a la distancia para instalación de torres y monopolos para la 

prestación de telecomunicaciones inalámbricas, prohibición de localización en espacio público, 
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zonas de Interés Cultural y en zonas de Protección Ambiental que allí se estableció toda vez que 

dicha limitación es contraria a la Constitución Política y la ley.” 

 

Este Despacho a través del Auto Interlocutorio No. 699 del 28 de septiembre de 2023, procedió a 

admitir el presente medio de control, y mediante el Auto de Sustanciación No. 553 del 28 de septiembre 

de 2023, se dispuso correr traslado de la solicitud de medida cautelar a la parte demandada municipio 

de Tuluá (V.) por el término de cinco (5) días, conforme lo dispone el artículo 233 del CPACA, para 

que se pronunciaran al respecto. 

 

CONTESTACIÓN DE LA SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR 

 

El municipio de Tuluá allegó escrito manifestando que la medida cautelar solicitada no cumple con el 

elemento del fumus boni iuris o apariencia de buen derecho. 

 

Aduce que en el demandante no logra desvirtuar la presunción de legalidad del acto administrativo 

demandado, por el contrario, resulta evidente que la entidad demandante busca más que la 

salvaguarda de un interés colectivo y protección de derechos fundamentales, un beneficio particular a 

fin de ampliar la cobertura de sus servicios, pues si bien aduce que el municipio de Tuluá ha vulnerado 

tanto la normativa nacional, como vinculantes de carácter internacional y que como consecuencia se 

están afectando derechos constitucionales como la libertad de expresión, libre desarrollo de la 

personalidad, no establece claramente ni prueba qué sectores o a cuáles personas se les afectaría 

los derechos presuntamente vulnerados; y que por su interés mercantilista no pueda superar los 

intereses generales con base en los cuales se suscribió el Acuerdo No. 17 del 18 de diciembre de 

2015. 

 

Esgrimió además, que la solicitud de medida cautelar no cumple con el elemento del periculum in mora 

o perjuicio de la mora, el cual es el elemento que tiene que ver con el riesgo de que al no adoptarse 

la medida cautelar sobrevenga un perjuicio o daño mayor del que se expone en la demanda que de 

no precaverse, mientras se espera a la sentencia, puesto que no se prueba cuál es el perjuicio concreto 

e irremediable que no pueda esperar hasta la resolución de fondo. 

 

Afirma que la medida cautelar solicitada, no supera la ponderación de los intereses en disputa, 

señalando que no se observa  la necesidad de que se concrete la medida solicitada por el extremo 

actor, toda vez que no se avizora la existencia de un perjuicio irremediable,  el que se imponga una 

medida cautelar implicaría la resolución de fondo  del asunto el hoy accionante en su escrito de 

demanda menciona el municipio de Tuluá, que “está impidiendo el despliegue efectivo de 

telecomunicaciones, vulnerando el derecho a la igualdad (entre otros) restringiendo y limitando a sus 
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habitantes de la posibilidad de tener un acceso libre y de calidad a las telecomunicaciones, a diferencia 

de los demás municipios del país”. 

 

Afirma que esto no implica que los ciudadanos del municipio de Tuluá no tengan otra opción de 

conectividad en cuanto al área de cobertura o acceso a fuentes de información, y ello indica que no 

es cierto que la medida adoptada en el Acuerdo municipal vulnere al acceso al conocimiento, ciencia, 

técnica y los demás bienes y valores de cultura, ya que existen además de internet, otros medios para 

brindar comunicación e informar a las personas como lo son las prensa escrita radio, televisión, etc. 

 

Manifiesta que lo anterior no quiere decir, que los habitantes del territorio que comprende el municipio 

de Tuluá, estén sujetos a tener que utilizar medios alternos por no tener acceso a la información o a 

fuentes de conectividad, sino que, lo argumentado por el extremo actor da al entendimiento a que la 

administración municipal ha prohibido el acceso a la conectividad por capricho propio sin observar las 

necesidades de la población, lo cual es falso y para ello se trae a colación los objetivos que se 

encuentren dentro del Acuerdo municipal No. 17 de 2015, con el cual  la administración busca asegurar 

que las estructuras para los sistemas de las TIC  sean planteadas, diseñadas y ubicadas en la forma 

y sitios permitidos que no representen daño alguno a la estructura ecológica principal del municipio. 

 

CONSIDERACIONES 

 

La Ley 1437 de 2011, estatuto procesal que rige la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, dispone 

el decreto de medidas cautelares a solicitud de parte de la siguiente manera: 

 

“Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos declarativos que se 

adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto admisorio de la demanda o en 

cualquier estado del proceso, a petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o 

Magistrado Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que considere 

necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de 

la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo. 

 

La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento.” 

 

Ahora bien, para la procedencia de la medida cautelar de suspensión provisional de los artículos 

acusados, el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011 señala: 

 

“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda la nulidad de 

un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos procederá por violación de las 



disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, 

cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las 

normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la 

solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización 

de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos. (…)” (Negrilla 

y subrayado del Despacho.) 

 

Sobre tal aspecto, la Corte Constitucional manifestó en la Sentencia C-284 de 2014 lo siguiente: 

 

“15. Hasta esta reforma, el proceso ante la justicia administrativa contaba con un solo tipo de 

medida cautelar: la suspensión provisional. La Constitución le reconoce a la jurisdicción 

contencioso administrativa la potestad de suspender provisionalmente los efectos de los actos 

administrativos susceptibles de impugnación por vía judicial, pero sólo “por los motivos y con los 

requisitos que establezca la ley” (CP art 238). La ley reguló esta institución, y así evolucionó 

jurisprudencialmente, como una medida llamada a proceder de forma excepcional, en sintonía con 

sus desarrollos más autorizados para la época en el derecho comparado.1 La suspensión 

provisional, por ejemplo, cabía únicamente contra los actos de la administración, pero sólo contra 

algunos de ellos,2 y previo el cumplimiento de requisitos estrictos,3 dentro de los cuales estaba el 

relativo a demostrar la “manifiesta infracción” del orden jurídico. Según la jurisprudencia del 

Consejo de Estado esto último implicaba que la contradicción en la cual tenía que fundarse la 

suspensión, debía aparecer de manera “clara y ostensible”, lo cual exigía que la demostración del 

quebrantamiento estuviera “desprovista de todo tipo de artificio”; es decir, que la infracción tenía 

 
1 Cita de cita: En el derecho administrativo francés, por ejemplo, el Consejo de Estado había desarrollado la tesis de acuerdo 

con la cual la regla general fundamental del Derecho público estatuía que los actos administrativos estaban llamados a 

conservar su carácter ejecutorio, y por lo mismo sostenía que la suspensión de sus efectos debía ser excepcionalísima. Ver 

al respecto García de Enterría, Eduardo. La batalla por las medidas cautelares. 2ª edición. Madrid. Civitas. 1995, p. 286. 

También puede verse Rivero, Jean. “El hurón en el palacio real o reflexiones ingenuas sobre el recurso por exceso de poder”, 

en Páginas de Derecho administrativo. Temis. Universidad del Rosario. Bogotá. 2002, p. 64. 
2 Cita de cita: El artículo 153 numeral 1 del anterior Código Contencioso Administrativo establecía la procedencia de la 

suspensión provisional en prevención, que admitía la suspensión de actos preparatorios o de trámite, cuando se dirigieran a 

producir un acto administrativo inconstitucional o ilegal no susceptible de recursos. Pero esta institución fue declarada 

inexequible por la Corte Suprema de Justicia en la sentencia del 10 de agosto de 1989 (MMPP. Jaime Sanín Greiffenstein 

y Jacobo Pérez Escobar). También preveía la suspensión de algunos actos de ejecución, pero dicha norma fue derogada por 

el decreto Extraordinario 2304 de 1989. 
3 Cita de cita: El anterior Código Contencioso Administrativo establecía que la medida debía solicitarse y sustentarse 

expresamente en la demanda o en escrito separado, presentado antes de que aquella fuera admitida, y que debía haber para 

decretarla una “manifiesta infracción” del orden jurídico (CCA art 152). Cuando la acción fuera distinta de la de nulidad, 

además se debía demostrar, siquiera sumariamente, el perjuicio que la ejecución del acto demandado le causaría o podría 

causar al actor (CCA ídem). 



que aflorar al campo jurídico sin necesidad de “ningún tipo de reflexión”.4 Lo cual, como luego se 

demostró, sólo tenía ocurrencia en una reducida minoría de casos.5  

 

16. La reforma introducida por la Ley 1437 de 2011 -CPACA- buscó ampliar este estrecho 

panorama haciendo menos estricta la procedencia de la suspensión provisional -como más 

adelantes se mostrará- y contemplando un elenco nuevo de medidas cautelares (positivas), en 

consonancia con una tendencia creciente en el derecho público comparado hacia concebir que la 

suspensión provisional, pensada con carácter excepcional, no era un instrumento suficiente de 

defensa de los administrados frente a la administración.6 Era apenas natural que el ordenamiento 

de las medidas cautelares evolucionara con el tiempo en esa dirección, pues como ha dicho la 

jurisprudencia constitucional la inevitable duración de los procesos judiciales en ocasiones puede 

implicar la afectación del derecho a una administración de justicia pronta y eficaz, ya que si bien la 

justicia llega, lo hace en esos casos demasiado tarde, cuando han tenido lugar “daños irreversibles, 

o difícilmente reparables, en el derecho pretendido por un demandante”.7 Resultaba entonces 

necesario ampliar el catálogo de medidas cautelares, con el fin de asegurar instrumentos efectivos 

de protección provisional que pudieran usarse en las controversias contenciosas no originadas en 

un acto administrativo, sino por ejemplo en una omisión o un hecho de la administración. También 

era imperativo morigerar la radical limitación de la suspensión provisional, con el fin de asegurar 

 
4 Cita de cita: Consejo de Estado. Sección Quinta. Sentencia del 11 de marzo de 1993. (CP Luis Eduardo Jaramillo Mejía). 

Radicación número 0983. Dicha providencia sintetizó así su doctrina sobre la materia: “[e]l asunto a dilucidar se remite a 

examinar, si la medida provisoria solicitada en la demanda, cumple con el segundo presupuesto indicado en el artículo 152 

del CCA, para su procedibilidad, como lo afirman los recurrentes o por el contrario, la decisión adoptada por el a quo, 

denegándola, se ajusta a ese supuesto jurídico.|| La ante citada norma dice, que si la acción es de nulidad, “basta que haya 

manifiesta infracción de una de las disposiciones invocadas como fundamento de la misma, por confrontación directa o 

mediante documentos públicos aducidos con la solicitud”, desde luego que la sencilla comparación a que alude el texto legal 

entre el acto acusado y la norma o normas superiores, tiene que estar desprovista de todo artificio, como repetidamente se 

ha dicho, es decir, que de esa simple confrontación la impresión inmediata dentro del campo jurídico, sea la de una marcada 

contradicción entre esos dos extremos, de tal suerte visible, clara y ostensible que no requiera ningún tipo de reflexión, para 

establecer de inmediato, que el acto es violatorio de normas superiores”. Cabe decir que esa decisión es una de las pocas 

excepciones en las cuales se concedió la suspensión provisional. 
5 Cita de cita: Un estudio muestra, por ejemplo, cómo en los 8 primeros meses del año 2003 -año al cual pertenece el estudio- 

dentro de la Sección Primera del Consejo de Estado, de las 247 demandas admitidas, en 79 casos se negó la solicitud de 

suspensión provisional, y sólo en una oportunidad se concedió. González Rey, Sergio. “Conversación virtual con un hurón 

sobre el control judicial del acto administrativo en Colombia”. En IV Jornadas de Derecho Constitucional y Administrativo. 

Universidad externado. Bogotá. 2003. 
6 Cita de cita: En Italia, por ejemplo, mediante la sentencia Nro. 190 del 26 de junio de 1985, la Corte Constitucional 

consideró como contraria a la Constitución de la República una norma que en ciertos casos limitaba la intervención cautelar 

de urgencia de los jueces a la suspensión de la ejecutividad del acto impugnado, y les impedía adoptar otras medidas idóneas 

para asegurar provisionalmente el efecto de la posterior decisión de mérito. En el Derecho Comunitario Europeo se abrió 

paso la posibilidad de que las Cortes nacionales adoptaran medidas provisionales para suspender leyes o estatutos de los 

Estados miembros, cuando impidan que tengan plenos efectos las normas del Derecho comunitario en la decisión sobre el 

caso The Queen v Secretary of State for Transport, ex parte: Factortame Ltd and others. En el Derecho público francés y en 

el español, se ha presentado una tendencia en la misma dirección. Ver García de Enterría, Eduardo. La batalla por las 

medidas cautelares. Antes citado. 
7 Cita de cita: Sentencia C-490 de 2000 (MP Alejandro Martínez Caballero. Unánime). En ese caso, al estudiar algunas 

normas relativas a medidas cautelares en el proceso civil, la Corte dijo: “La Constitución pretende asegurar una 

administración de justicia diligente y eficaz (CP art. 228). […] Esto significa no sólo que los jueces deben adoptar sus 

decisiones en los términos establecidos por la ley, sino que, además, sus decisiones deben ser ejecutadas y cumplidas, ya 

que poco sentido tendría que los jueces resolvieran las controversias, pero sus decisiones resultaran inocuas en la práctica, 

al no poder ser materialmente ejecutadas. Ahora bien, el inevitable tiempo que dura un proceso puede a veces provocar 

daños irreversibles, o difícilmente reparables, en el derecho pretendido por un demandante. Es entonces necesario que el 

ordenamiento establezca dispositivos para prevenir esas afectaciones al bien o derecho controvertido, a fin de evitar que la 

decisión judicial sea vana. Y tales son precisamente las medidas cautelares, que son aquellos instrumentos con los cuales el 

ordenamiento protege, de manera provisional, y mientras dura el proceso, la integridad de un derecho que es controvertido 

en ese mismo proceso”. 



una protección previa a la sentencia frente a actos administrativos, que garantizara el derecho a 

una justicia pronta y efectiva.  

 

17.1. Procedencia y finalidades generales. El CPACA, al regular lo atinente a las medidas 

cautelares, empieza por señalar que dichas medidas pueden decretarse en todos los procesos 

declarativos que se adelanten ante la justicia administrativa, incluidos los de tutela y de defensa de 

derechos e intereses colectivos, antes de ser notificado el auto admisorio de la demanda “o en 

cualquier estado del proceso”, y precisa que el juez puede decretar todas las que considere 

“necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de 

la sentencia, de acuerdo con lo regulado en este capítulo” (art 229).8 Según la norma, las medidas 

cautelares sólo se pueden dictar en el régimen general “a petición de parte”, aunque en los 

procesos de tutela y de protección de derechos colectivos pueden “ser decretadas de oficio” (ídem). 

“La decisión sobre medidas cautelares”, precisa la disposición, “no implica prejuzgamiento” (ídem). 

 

17.2. Clases de medidas cautelares; contenido y alcance de las mismas. Tras esta reforma, el juez 

contencioso administrativo cuenta con todo un haz de medidas cautelares. La Ley 1437 de 2011, 

como se dijo, no se contrae a contemplar la suspensión provisional, sino que habla de medidas 

“preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión”. El artículo 230 de la misma dice que el 

juez puede decretar, cuando haya lugar a ello, “una o varias de las siguientes” cautelas: ordenar 

que se mantenga una situación, o se restablezca el estado de cosas anterior a la conducta 

“vulnerante o amenazante”, cuando fuere posible (art 230.1); suspender un procedimiento o 

actuación administrativa, incluso de carácter contractual, dentro de ciertas condiciones (art 230.2);9 

suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo (art 230.3); ordenar que se 

adopte una decisión, o que se realice una obra o una demolición de una obra con el objeto de evitar 

el acaecimiento de un perjuicio o que los efectos de este se agraven (art 230.4); impartir órdenes 

o imponerle a cualquiera de las partes del proceso obligaciones de hacer o no hacer (art 230.5). 

Cuando la medida cautelar implique la adopción de un acto discrecional, el juez no puede sustituir 

a la autoridad competente, sino limitarse a ordenar su adopción según la Ley (art 230 parágr).10 

 

17.3. Requisitos para decretar las medidas cautelares. La Ley 1437 de 2011 distingue en este 

aspecto los requisitos exigibles, según el tipo de medida. Si se pide la suspensión provisional 

 
8 Cita de cita: Cuando en esta providencia se citen artículos, sin referir expresamente a cuál cuerpo o estatuto normativo 

pertenecen, se entenderá que forman parte de la Ley 1437 de 2011 - CPACA-. 
9 Cita de cita: Dice la norma referida: “[a] esta medida solo acudirá el juez o magistrado ponente cuando no exista otra 

posibilidad de conjurar o superar la situación que dé lugar a su adopción y, en todo caso, en cuanto ello fuere posible el juez 

o magistrado ponente indicará las condiciones o señalará las pautas que debe observar la parte demandada para que pueda 

reanudar el procedimiento o actuación sobre la cual recaiga la medida”. 
10 Cita de cita: Es decir, como prescribe el parágrafo: “Si la medida cautelar implica el ejercicio de una facultad que comporte 

elementos de índole discrecional, el juez o Magistrado ponente no podrá sustituir a la autoridad competente en la adopción 

de la decisión correspondiente, sino que deberá limitarse a ordenar su adopción dentro del plazo que fije para el efecto en 

atención a la urgencia o necesidad de la medida y siempre con arreglo a los límites y criterios establecidos para ello en el 

ordenamiento vigente”. 



de un acto administrativo, en un proceso de nulidad, la misma procede cuando del análisis 

del acto cuestionado y de su confrontación con las normas invocadas surge una violación 

de las últimas. En esto hay, como se ve, un cambio fundamental pues ya no se exige -como en el 

Código anterior- una “manifiesta infracción”, y por el contrario se ordena hacer un análisis. Si 

además de la nulidad se pide el restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios, para 

que prospere la medida debe probarse “al menos sumariamente la existencia de los mismos” (art 

231). Conforme el CPACA, en “los demás casos”, los requisitos son los siguientes: 1) que la 

demanda esté razonablemente fundada; 2) que el demandante haya demostrado “así fuere 

sumariamente”, ser titular de los derechos invocados; 3) que el actor haya presentado “los 

documentos, informaciones, argumentos y justificaciones” con los cuales se pueda concluir que 

resultaría más gravoso negar la medida que concederla; 4) que de no otorgarse la medida 

sobrevenga un perjuicio irremediable o la sentencia se vuelva ineficaz (art 231)”.” 

 

Por su parte, la Sección Quinta del Consejo de Estado en providencia del 04 de octubre de 2012 en 

el proceso con Radicado No. 2012-00043-00, precisó lo siguiente: 

 

“La nueva norma precisa entonces a partir de que haya petición expresa al respecto que: 1°) la 

procedencia de la suspensión provisional de los efectos de un acto que se acusa de nulidad puede 

acontecer si la violación de las disposiciones invocadas, surge, es decir, aparece presente, desde 

esta instancia procesal –cuando el proceso apenas comienza–, como conclusión del: i) análisis del 

acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas, o, ii) del 

estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. 2°) La medida cautelar se debe solicitar, ya con 

fundamento en el mismo concepto de violación de la demanda, o ya en lo que el demandante 

sustente al respecto en escrito separado. 

 

Entonces, lo que en el nuevo Código representa variación significativa en la regulación de esta 

figura jurídico-procesal de la suspensión provisional de los efectos del acto administrativo acusado, 

con relación al estatuto anterior, radica en que ahora, la norma da apertura y autoriza al juez 

administrativo para que, a fin de que desde este momento procesal obtenga la percepción de que 

hay la violación normativa alegada, pueda: 1°) realizar análisis entre el acto y las normas 

invocadas como transgredidas, y 2°) estudie las pruebas allegadas con la solicitud.   

 

Ahora bien, según la Real Academia de la Lengua Española el término “surgir” (del latín surgëre), 

significa aparecer, manifestarse, brotar.11 

 

 
11 Cita de cita: Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, Vigésima Segunda Edición, consultado en 

http://lema.rae.es/drae/?val=surja 



En este punto esencial es donde radica la innovación de la regulación en el C.P.A.C.A. de esta 

institución de la suspensión provisional, pues la Sala recuerda que en el anterior C.C.A. –Decreto 

01 de 1984–, artículo 152, la procedencia de esta medida excepcional solicitada y sustentada de 

modo expreso en la demanda o en escrito separado, estaba sujeta o dependía de que la oposición 

o la contradicción del acto con las disposiciones invocadas como fundamento de la suspensión 

provisional fuera manifiesta, apreciada por confrontación directa con el acto o con documentos 

públicos aducidos con la solicitud. 

 

De las expresiones “manifiesta” y “confrontación directa” contenidas en el artículo 152 del Código 

Contencioso Administrativo, tradicionalmente la doctrina y la jurisprudencia dedujeron que la 

procedencia de esta figura excluía que el operador judicial pudiera incursionar en análisis o 

estudio, pues la transgresión por el acto de las normas en que debería fundarse, alegadas como 

sustento de la procedencia de la suspensión, debía aparecer prima facie, esto es, sin implicar 

estudio ni esfuerzo analítico alguno. 

 

Aunque la nueva regulación como ya se dijo permite que el juez previo a pronunciarse sobre la 

suspensión provisional lleve a cabo análisis de la sustentación de la medida y estudie pruebas, 

ocurre que ante el perentorio señalamiento del 2° inciso del artículo 229 del C.P.A.C.A. (Capítulo 

XI Medidas Cautelares – procedencia), conforme al cual “La decisión sobre la medida cautelar 

no implica prejuzgamiento”, es preciso entonces que el juez sea muy cauteloso y guarde 

moderación a fin que el decreto de esta medida cautelar no signifique tomar partido definitivo en el 

juzgamiento del acto ni prive a la autoridad pública que lo produjo o al demandado (en el caso el 

elegido o el nombrado cuya designación se acusa), de que ejerzan su derecho de defensa y que 

para la decisión final se consideren sus argumentos y valoren sus medios de prueba”. 

 

Como se puede observar, “la medida cautelar de suspensión provisional es una actuación de carácter 

material, comoquiera que con el decreto de aquella, se suspenden de forma previa los atributos de 

fuerza ejecutiva y ejecutoria del acto administrativo, con la finalidad de proteger el ordenamiento 

jurídico que se puede ver conculcado con la aplicación o concreción del acto administrativo cuya 

constitucionalidad o legalidad se cuestiona a fin de precaver de una vez los efectos nocivos del mismo 

y salvaguardar los de la sentencia”12. 

 

Visto lo anterior y de acuerdo con el análisis precedente y subsumiéndolo al caso objeto de estudio, 

se entra a resolver la solicitud de medida cautelar , para lo cual se tiene lo siguiente: 

 

 
12 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo; Sección 3a; Subsección “C” C.P. Enrique Gil Botero; 

providencia del 19/05/11; Rad. 11001-03-26-000-2011-00021-00(40796) Rad. 20001-33-33-006-2012-00273-00. 
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La sociedad Andean Tower Partners Colombia S.A.S, solicitó el decreto de la medida cautelar  

pretendiendo la suspensión provisional del inciso primero numeral 1, 2 y parágrafos 1 y 4 del artículo 

181 y 184 y numeral 1 del artículo 188 del Acuerdo No. 017 de 2015, proferido por el Concejo municipal 

de Tuluá “POR MEDIO DEL CUAL SE ADOPTA LA REVISIÓN Y AJUSTE DEL PLAN DE 

ORDENAMIENTO TERRITORIAL –POT DEL MUNICIPIO DE TULUÁ”.proferido por el Concejo 

Municipal de Tuluá- “POR MEDIO DEL CUAL SE ADOPTA LA REVISIÓN Y AJUSTE DEL PLAN DE 

ORDENAMIENTO TERRITORIAL –POT DEL MUNICIPIO DE TULUÁ”, 

 

Al efecto, el demandante en su escrito de solicitud de medida cautelar señala como infringidas las 

siguientes normas:  

 

“Constitución Política de Colombia en los artículos 20, 311, 365; Ley 152 de 1994, artículo 

32 inciso 2; Ley 388 de 1997, artículo 1° numerales 2° y 4°; Ley 1341 de 2009, artículos 2° 

4° y 5°, Decreto 1078 de 2015, artículo 2.2.2.5.4.1. y Ley 1978 de 2019, Ley 2108 de 2021.” 

 

Aunado a lo anterior, las normas acusadas son las siguientes: 

 

“El aparte de la norma cuya declaratoria de nulidad se demanda, se subraya en la siguiente  

transcripción: 

 

“Artículo 181. LOCALIZACIÓN Y UBICACIÓN DE ESTACIONES DE LAS TIC 

 

La localización y ubicación de estaciones de las TIC en zonas de uso predominante residencial 

se permitirá en un radio no menor de 250 metros respecto con otras estaciones de 

telecomunicaciones y a no menos de 200 metros, de radio, de centros educativos, centros 

geriátricos y centros de servicios médicos debidamente autorizados y constituidos, de acuerdo 

con la legislación vigente.  

 

Para la localización y ubicación se deberán tener en cuenta los siguientes aspectos: 

 

1. Las estaciones de las TIC no podrán instalarse en el espacio público, en inmuebles 

(fachadas, cubiertas, antejardines, aislamientos y patios) declarados Bienes de Interés Cultural 

municipal, departamental y nacional, ni en sus áreas de influencia. 

 

La ubicación de estaciones de las TIC en la Estructura Ecológica Principal del municipio no se 

permitirá, como tampoco en sus zonas de protección, aislamiento y seguridad, exceptuando 

las zonas de recargas de acuíferos, para lo cual se debe presentar ante el Departamento 

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/j02adtivobuga_cendoj_ramajudicial_gov_co/EeLggYC59h1Pu3tspMupvRgB44KGP1j5R898igDFlO5P5w?e=e729IQ
https://antiguo.tulua.gov.co/plan-ordenamiento-territorial/
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/j02adtivobuga_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERG5ojhpEDRHjLsElFvHgVYBrnqK1NQjrKdMlGNm1FCavA?e=EL2Vg9


Administrativo de Planeación Municipal, o quien haga sus veces, un concepto escrito previo y 

favorable emitido por la Corporación Ambiental Competente. 

 

(…) 

  

Parágrafo 1: La verificación de lo relativo con el tema de la distancia, se realizará consultando 

la Base de Datos del Sistema de Información Geográfica- SIG- adscrita al Departamento  

Administrativo de Planeación Municipal o quien haga sus veces. 

 

Parágrafo 4: Para todos los casos, el operador deberá presentar un plan de mitigación o 

camuflaje teniendo en cuenta el contexto urbano del sector y lo establecido en el presente 

artículo.  

 

Artículo 184. Mimetización y camuflaje. Los operadores y/o proveedores de redes y servicios 

de las TIC deberán cumplir con plan de mimetización y camuflaje, que debe estar acorde con 

el entorno urbano del sector. 

 

Artículo 188. Ubicación de estaciones móviles o transportables.1. Se podrá instalar una 

estación móvil de telecomunicaciones en predios donde se garantice un aislamiento mínimo 

alrededor de la estación contra predios vecinos en una dimensión equivalente a la tercera parte 

de la longitud total de la estructura.” 

 

Ahora bien, los conceptos de vulneración y fundamentos de derecho fueron enumerados en la 

demanda de la siguiente manera: 

 

“1.- FALTA DE COMPETENCIA DEL MUNICIPIO PARA REGULAR EL LIMITE DE EXPOSICION 

A CAMPOS ELECROMAGNETICOS 

2. - DESCONOCIMIENTO DE LAS NORMAS QUE DEBERIAN FUNDARSE  

3.- FALTA DE MOTIVACION, LAS ANTENAS DE TELECOMUNICACIONES NO AFECTAN LA 

SALUD” 

 

Las normas infringidas se transcriben a continuación: 

 

Constitución Política de Colombia  

 

• “Artículos 20, Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y 

opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos 

de comunicación.  



 

Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se garantiza el derecho a la rectificación en 

condiciones de equidad. No habrá censura 

 

Articulo 311. Al municipio como entidad fundamental de la división politico-administrativa del 

Estado le corresponde prestar los servicios públicos que determine la ley, construir las obras 

que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación 

comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes y cumplir las demás funciones 

que le asignen la Constitución y las leyes. 

 

Articulo 365. Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber 

del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. Los 

servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados 

por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares. En 

todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios. Si 

por razones de soberanía o de interés social, el Estado, mediante ley aprobada por la mayoría 

de los miembros de una y otra cámara, por iniciativa del Gobierno decide reservarse 

determinadas actividades estratégicas o servicios públicos, deberá indemnizar previa y 

plenamente a las personas que en virtud de dicha ley, queden privadas del ejercicio de una 

actividad lícita.” 

 

Ley 152 de 1994 

 

“Artículo 32º.-Alcance de la planeación en las entidades territoriales. Las entidades 

territoriales tienen autonomía en materia de planeación del desarrollo económico, social y 

de la gestión ambiental, en el marco de las competencias, recursos y responsabilidades 

que les han atribuido la Constitución y la Ley.  

 

Los planes de desarrollo de las entidades territoriales, sin prejuicio de su autonomía, 

deberán tener en cuenta para su elaboración las políticas y estrategias del Plan Nacional 

de desarrollo para garantizar la coherencia.” 

 

 Ley 388 de 1997, artículo 1° numerales 2° y 4° 

 

“ARTÍCULO 1.- Objetivos. La presente Ley tiene por objetivos: 

 



1. Armonizar y actualizar las disposiciones contenidas en la Ley 9 de 1989 con las nuevas 

normas establecidas en la Constitución Política, la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo, la Ley 

Orgánica de Áreas Metropolitanas y la Ley por la que se crea el Sistema Nacional Ambiental. 

 

2. El establecimiento de los mecanismos que permitan al municipio, en ejercicio de su 

autonomía, promover el ordenamiento de su territorio, el uso equitativo y racional del suelo, la 

preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural localizado en su ámbito territorial y 

la prevención de desastres en asentamientos de alto riesgo, así como la ejecución de acciones 

urbanísticas eficientes. 

 

3. Garantizar que la utilización del suelo por parte de sus propietarios se ajuste a la función 

social de la propiedad y permita hacer efectivos los derechos constitucionales a la vivienda y a 

los servicios públicos domiciliarios, y velar por la creación y la defensa del espacio público, así 

como por la protección del medio ambiente y la prevención de desastres. 

 

4. Promover la armoniosa concurrencia de la Nación, las entidades territoriales, las autoridades 

ambientales y las instancias y autoridades administrativas y de planificación, en el cumplimiento 

de las obligaciones constitucionales y legales que prescriben al Estado el ordenamiento del 

territorio, para lograr el mejoramiento de la calidad de vida de sus habitantes. 

 

5. Facilitar la ejecución de actuaciones urbanas integrales, en las cuales confluyan en forma 

coordinada la iniciativa, la organización y la gestión municipales con la política urbana nacional, 

así como con los esfuerzos y recursos de las entidades encargadas del desarrollo de dicha 

política. 

 

Ley 1341 de 2009, artículos 2° 4° y 5° 

 

“ARTÍCULO 2°. Principios orientadores. La investigación, el fomento, la promoción y el 

desarrollo de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones son una política de Estado 

que involucra a todos los sectores y niveles de la administración pública y de la sociedad, para 

contribuir al desarrollo educativo, cultural, económico, social y político e incrementar la 

productividad, la competitividad, el respeto a los Derechos Humanos inherentes y la inclusión 

social. 

 

Las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones deben servir al interés general y es 

deber del Estado promover su acceso eficiente y en igualdad de oportunidades, a todos los 

habitantes del territorio nacional. 

 



 Son principios orientadores de la presente ley: 

  

1. Prioridad al acceso y uso de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. El 

estado y en general todos los agentes del sector de las Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones deberán colaborar, dentro del marco de sus obligaciones, para priorizar el 

acceso y uso a las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones en la producción de 

bienes y servicios, en condiciones no discriminatorias en la conectividad. la educación, los 

contenidos y la competitividad. En el 

  

2. cumplimiento de este principio el Estado 

  

3. promoverá prioritariamente el acceso a las Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones para la población pobre y vulnerable, en zonas rurales y apartadas del país. 

  

(Modificado por el Art. 3 de la Ley 1978 de 2019) 

  

2. Libre competencia. El Estado propiciará escenarios de libre y leal competencia que incentiven 

la inversión actual y futura en el sector de las TIC y que permitan la concurrencia al mercado, 

con observancia del régimen de competencia, bajo precios de mercado y en condiciones de 

igualdad. Sin perjuicio de lo anterior, el Estado no podrá fijar condiciones distintas ni privilegios 

a favor de unos competidores en situaciones similares a las de otros y propiciará la sana 

competencia. 

  

3. Uso eficiente de la infraestructura y de los recursos escasos. El Estado fomentará el 

despliegue y uso eficiente de la infraestructura para la provisión de redes de telecomunicaciones 

y los servicios que sobre ellas se puedan prestar, y promoverá el óptimo aprovechamiento de 

los recursos escasos con el ánimo de generar competencia, calidad y eficiencia, en beneficio 

de los usuarios, siempre y cuando se remunere dicha infraestructura a costos de oportunidad, 

sea técnicamente factible, no degrade la calidad de servicio que el propietario de la red viene 

prestando a sus usuarios y a los terceros, no afecte la prestación de sus propios servicios y se 

cuente con suficiente infraestructura, teniendo en cuenta la factibilidad técnica y la remuneración 

a costos eficientes del acceso a dicha infraestructura. Para tal efecto, dentro del ámbito de sus 

competencias, las entidades del orden nacional y territorial están obligadas a adoptar todas las 

medidas que sean necesarias para facilitar y garantizar el desarrollo de la infraestructura 

requerida, estableciendo las garantías y medidas necesarias que contribuyan en la prevención, 

cuidado y conservación para que no se deteriore el patrimonio público y el interés general. 
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4. Protección de los derechos de los usuarios. El Estado velará por la adecuada protección de 

los derechos de los usuarios de las Tecnologías de la Información y de las Comunicaciones, así 

como por el cumplimiento de los derechos y deberes derivados del Hábeas Data, asociados a 

la prestación del servicio. Para tal efecto, los proveedores y/u operadores directos deberán 

prestar sus servicios a precios de mercado y utilidad razonable, en los niveles de calidad 

establecidos en los títulos habilitantes o, en su defecto, dentro de los rangos que certifiquen las 

entidades competentes e idóneas en la materia y con información clara, transparente, 

necesaria, veraz y anterior, simultánea y de todas maneras oportuna para que los usuarios 

tomen sus decisiones. 

  

5. Promoción de la inversión. Todos los proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones 

tendrán igualdad de oportunidades para acceder al uso del espectro y contribuirán al Fondo 

Único de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. La asignación del espectro 

procurará la maximización del bienestar social y la certidumbre de las condiciones de la 

inversión. Igualmente, deben preverse los recursos para promover la inclusión digital. El Estado 

asegurará que los recursos del Fondo Único de Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones se destinen de manera específica para garantizar el acceso y servicio universal 

y el uso de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, el desarrollo de la 

radiodifusión sonora pública, la televisión pública, la promoción de los contenidos 

multiplataforma de interés público que promuevan la preservación de la cultura y la identidad 

nacional y regional, y la apropiación tecnológica mediante el desarrollo de contenidos y 

aplicaciones con enfoque social y el aprovechamiento de las TIC con enfoque productivo para 

el sector rural, en los términos establecidos en la presente Ley. 

  

(Modificado por el Art. 3 de la Ley 1978 de 2019) 

  

6. Neutralidad Tecnológica. El Estado garantizará la libre adopción de tecnologías, teniendo en 

cuenta recomendaciones, conceptos y normativas de los organismos internacionales 

competentes e idóneos en la materia, que permitan fomentar la eficiente prestación de servicios, 

contenidos y aplicaciones que usen Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y 

garantizar la libre y leal competencia, y que su adopción sea armónica con el desarrollo 

ambiental sostenible. 

  

7. El derecho a la comunicación, la información y la educación y los servicios básicos de las 

TIC. En desarrollo de los artículos 16, 20 y 67 de la Constitución Política el Estado propiciará a 

todo colombiano el derecho al acceso a las tecnologías de la información y las comunicaciones 

básicas, que permitan el ejercicio pleno de los siguientes derechos: La libertad de expresión y 

de difundir su pensamiento y opiniones, el libre desarrollo de la personalidad, la de informar y 
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recibir información veraz e imparcial, la educación y el acceso al conocimiento, a la ciencia, a 

la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. Adicionalmente, el Estado establecerá 

programas para que la población pobre y vulnerable incluyendo a la población de 45 años en 

adelante, que no tengan ingresos fijos, así como la población rural, tengan acceso y uso a las 

plataformas de comunicación, en especial de Internet, así como la promoción de servicios TIC 

comunitarios, que permitan la contribución desde la ciudadanía y las comunidades al cierre de 

la brecha digital, la remoción de barreras a los usos innovadores y la promoción de contenidos 

de interés público y de educación integral. La promoción del acceso a las tecnologías de la 

información y las comunicaciones básicas se hará con pleno respeto del libre desarrollo de las 

comunidades indígenas, afrocolombianas, palenqueras, raizales y Rrom. 

  

(Modificado por el Art. 3 de la Ley 1978 de 2019) 

  

8. Masificación del Gobierno en Línea. Con el fin de lograr la prestación de servicios eficientes 

a los ciudadanos, las entidades públicas deberán adoptar todas las medidas necesarias para 

garantizar el máximo aprovechamiento de las Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones en el desarrollo de sus funciones. El Gobierno Nacional fijará los mecanismos 

y condiciones para garantizar el desarrollo de este principio. Y en la reglamentación 

correspondiente establecerá los plazos, términos y prescripciones, no solamente para la 

instalación de las infraestructuras indicadas y necesarias, sino también para mantener 

actualizadas y con la información completa los medios y los instrumentos tecnológicos. 

  

9. Promoción de los contenidos multiplataforma de interés público. El Estado garantizará la 

promoción de los contenidos multiplataforma de interés público, a nivel nacional y regional, para 

contribuir a la participación ciudadana y, en especial , en la promoción de valores cívicos, el 

reconocimiento de las diversas identidades étnicas, culturales y religiosas, la equidad de 

género, la inclusión política y social, la integración nacional, el fortalecimiento de la democracia 

y el acceso al conocimiento, en especial a través de la radiodifusión sonora pública y la televisión 

pública, así como el uso de nuevos medios públicos mediante mecanismos multiplataforma. 

  

(Adicionado por el Art. 3 de la Ley 1978 de 2019) 

  

10. Acceso a las TIC y despliegue de infraestructura. Con el propósito de garantizar el ejercicio 

y goce efectivo de los derechos constitucionales a la comunicación, la vida en situaciones de 

emergencia, la educación, la salud, la seguridad personal y el acceso a la información, al 

conocimiento, la ciencia y a la cultura, así como el de contribuir a la masificación de los trámites 

y servicios digitales, de conformidad con la presente Ley, es deber de la Nación asegurar la 

prestación continua, oportuna y de calidad de los servicios públicos de comunicaciones, para lo 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=98210#3
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=98210#3


cual velará por el despliegue de la infraestructura de redes de telecomunicaciones, de los 

servicios de televisión abierta radiodifundida y de radiodifusión sonora, en las entidades 

territoriales. 

  

(Adicionado por el Art. 3 de la Ley 1978 de 2019) 

11. Universalidad: El fin último de intervención del Estado en el Sector TIC es propender por el 

servicio universal a las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 

(Numeral 11, Adicionado por el Art. 2 de la Ley 2108 de 2021) 

  

ARTÍCULO 4°. Intervención del Estado en el sector de las Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones. En desarrollo de los principios de intervención contenidos en la Constitución 

Política, el Estado intervendrá en el sector las Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones para lograr los siguientes fines: 

  

1. Proteger los derechos de los usuarios, incluyendo a los niños, niñas y adolescentes, y a la 

familia velando por la calidad, eficiencia y adecuada provisión de los servicios, y la promoción 

de la digitalización de los trámites asociados a esta provisión. 

  

(Modificado por el Art. 4 de la Ley 1978 de 2019) 

  

2. Promover el acceso a las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, teniendo 

como fin último el servicio universal. 

3. Promover el desarrollo de contenidos y aplicaciones, la prestación de servicios que usen 

Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y la masificación del Gobierno en Línea. 

 4. Promover la oferta de mayores capacidades en la conexión, transporte y condiciones de 

seguridad del servicio al usuario final, incentivando acciones de prevención de fraudes en la 

red. 

  

5. Promover y garantizar la libre y leal competencia y evitar el abuso de la posición dominante 

y las prácticas restrictivas de la competencia. 

  

6. Garantizar el despliegue y el uso eficiente de la infraestructura y la igualdad de oportunidades 

en el acceso a los recursos escasos, se buscará la expansión, y cobertura para zonas de difícil 

acceso, en especial beneficiando a poblaciones vulnerables. 

  

7. Garantizar el uso adecuado y eficiente del espectro radioeléctrico, que maximice el bienestar 

social generado por el recurso escaso, así como la reorganización del mismo, respetando el 

principio de protección a la inversión, asociada al uso del espectro. Los proveedores de redes 
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y servicios de telecomunicaciones responderán jurídica y económicamente por los daños 

causados a las infraestructuras 

  

(Modificado por el Art. 4 de la Ley 1978 de 2019) 

  

8. Promover la ampliación de la cobertura del servicio. 

 

9. Garantizar la interconexión y la interoperabilidad de las redes de telecomunicaciones, así 

como el acceso a los elementos de las redes e instalaciones esenciales de telecomunicaciones 

necesarios para promover la provisión y comercialización de servicios, contenidos y 

aplicaciones que usen Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. 

  

10. Imponer a los proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones obligaciones de 

provisión de los servicios y uso de su infraestructura, por razones de defensa nacional, atención 

y prevención de situaciones de emergencia y seguridad pública. 

  

11. Promover la seguridad informática y de redes para desarrollar las Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones. 

  

12. Incentivar y promover el desarrollo de la industria de tecnologías de la información y las 

comunicaciones para contribuir al crecimiento económico, la competitividad, la generación de 

empleo y las exportaciones. 

  

13. Incentivar la inversión para la construcción, operación y mantenimiento de infraestructuras 

de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, y propender por la protección del 

medio ambiente y la salud pública. 

  

(Modificado por el Art. 4 de la Ley 1978 de 2019) 

  

PARÁGRAFO. El Gobierno Nacional reglamentará lo pertinente al cumplimiento de los 

anteriores fines, teniendo en cuenta las necesidades de la población y el avance de las 

tecnologías de la información y las comunicaciones, así como el estado de desarrollo de la 

Sociedad de la información en el país, para lo cual, se tendrá en cuenta la participación de todos 

los actores del proceso, en especial a los usuarios. Se exceptúa de la aplicación de los 

numerales 4 y 9 de este artículo el servicio de radiodifusión sonora.” 

  

“ARTÍCULO 5°. Las entidades del orden nacional y territorial y las Tecnologías de la Información 

y las Comunicaciones, TIC. Las entidades del orden nacional y territorial promoverán, 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=98210#4
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=98210#4


coordinarán y ejecutarán planes, programas y proyectos tendientes a garantizar el acceso y uso 

de la población, las empresas y las entidades públicas a las Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones. Para tal efecto, dichas autoridades incentivarán el desarrollo de 

infraestructura, contenidos y aplicaciones, así como la ubicación estratégica de terminales y 

equipos que permitan realmente a los ciudadanos acceder a las aplicaciones tecnológicas que 

beneficien a los ciudadanos, en especial a los vulnerables y de zonas marginadas del país. 

  

PARÁGRAFO 1°. Las entidades de orden nacional y territorial incrementarán los servicios 

prestados a los ciudadanos a través del uso de las Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones. El Gobierno reglamentará las condiciones en que se garantizará el acceso a 

la información en línea, de manera abierta, ininterrumpida y actualizada, para adelantar trámites 

frente a entidades públicas, inclusive en el desarrollo de procesos de contratación y el ejercicio 

del derecho al voto.” 

 

Decreto 1078 de 2015 

 

“Artículo 2.2.2.5.4.1. Requisitos únicos para la instalación de estaciones radioeléctricas en 

telecomunicaciones. En adelante para la instalación de Estaciones Radioeléctricas para 

aquellos que operen infraestructura de telecomunicaciones, y para los trámites, que se surtan 

ante los diferentes entes territoriales, se deberá relacionar la siguiente información: 

  

1. Acreditación del Título Habilitante para la prestación del servicio y/o actividad, bien sea la 

ley directamente, o licencia, permiso o contrato de concesión para la prestación de servicios 

y/o actividades de telecomunicaciones, según sea el caso. 

  

2. Plano de localización e identificación del predio o predios por coordenadas oficiales del país, 

de acuerdo con las publicaciones cartográficas del Instituto Geográfico Agustín Codazzi y/o 

levantamientos topográficos certificados, indicando con precisión la elevación del terreno sobre 

el cual se instalará la estación, la ubicación, distribución y altura de las torres, antenas y demás 

elementos objeto de instalación y la localización de la señalización de diferenciación de zonas, 

todo ello mostrando claramente la dimensión y/o tamaño de las instalaciones. Adicionalmente, 

se debe incluir la relación de los predios colindantes con sus direcciones exactas y los estudios 

que acrediten la viabilidad de las obras civiles para la instalación de las torres soporte de 

antenas. 

  

Cuando sea necesario adelantar obras de construcción, ampliación, modificación o demolición 

de edificaciones, se deberá adjuntar la respectiva licencia de construcción expedida por el 

curador urbano o la autoridad municipal o distrital competente. 



  

3. El prestador de servicios y/o actividades de telecomunicaciones debe presentar ante la 

entidad territorial correspondiente (distrito o municipio), dentro de los veinte (20) días hábiles 

siguientes a su instalación copia, de la Declaración de Conformidad Emisión Radioeléctrica, 

DCER, con sello de recibido del Ministerio de Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones, que incluya la estación radioeléctrica a instalar. 

  

PARÁGRAFO 1. Los procedimientos que conforme a las normas vigentes deben surtirse ante 

el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, cuando se refiera al uso 

del espectro electromagnético; la Aeronáutica Civil de Colombia, en cuanto al permiso de 

instalación de Estaciones Radioeléctricas; el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible o 

las Corporaciones Autónomas Regionales, cuando se requiera licencia, permiso u otra 

autorización de tipo ambiental; y ante los curadores urbanos y las Oficinas de Planeación de 

los Municipios y Distritos para las licencias de construcción y/o de ocupación del espacio 

público, en su caso, serán los únicos trámites para la instalación de Estaciones Radioeléctricas 

de Telecomunicaciones. 

  

PARÁGRAFO 2. Quienes presten servicios y/o actividades de telecomunicaciones, deberán 

ubicar las estaciones radioeléctricas, de acuerdo con los reglamentos aeronáuticos y demás 

normas expedidas por la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, UAEAC. 

 

La Ley 1978 de 2019 y la Ley 2108 de 2021. Fueron nombradas, pero no se especificó que 

articulado, se encuentra siendo aparentemente violado por el acto administrativo demandado.” 

  

Ahora bien, de la lectura de cada una de las normas señaladas por la parte demandante como 

vulneradas, los fundamentos de derecho y en confrontación con los artículos demandados del 

Acuerdo No 017 de 2015 proferido el municipio de Tuluá, este Despacho puede afirmar lo siguiente. 

 

Cargo No. 1 “FALTA DE COMPETENCIA DEL MUNICIPIO PARA REGULAR EL LIMITE DE 

EXPOSICION A CAMPOS ELECROMAGNETICOS”: De la revisión de las normas invocadas como 

vulneradas, no se advierte claramente que el municipio de Tuluá (V.) no tenga competencia, para 

establecer los límites de exposición a campos electromagnéticos, empero si se establece que de 

conformidad con el articulo 311 de la Constitución, que el municipio sí está en capacidad para regular 

lo atinente al uso del suelo y la organización del municipio. 

 

Cargo No. 2 “DESCONOCIMIENTO DE LAS NORMAS QUE DEBERIAN FUNDARSE“: Tal como se 

señaló en el párrafo anterior, el artículo 311 superior otorga competencia al ente territorial municipal 

para regular el uso del suelo y su organización territorial, y aunado a ello, la sociedad demandante  

https://antiguo.tulua.gov.co/plan-ordenamiento-territorial/


hasta esta etapa primigenia del proceso, no logra establecer clara y concreta la apariencia del buen 

derecho (fumus boni iuris), pues de la revisión de la demanda y sus argumentos no se observa si los 

artículos demandados del Acuerdo municipal se encuentran viciados de nulidad, en qué sentido se 

aplicaron incorrectamente las normas en que se fundamentan dicho Acuerdo, o de qué manera las 

normas en las que se fundamentó fueron inadecuadas, indebidas o vulnerarias de los derechos de los 

administrados. 

 

Cargo No. 3 “LAS ANTENAS DE TELECOMUNICACIONES NO AFECTAN LA SALUD”: Este cargo 

debe ser analizado a profundidad en la sentencia, dado que sus argumentos requieren de un estudio 

más profundo, y en la presente etapa este Juzgado no logra evidenciar que efectivamente exista la 

vulneración invocada, de tal suerte que será en la sentencia, luego del recaudo de las pruebas 

aportadas y solicitadas por ambas partes, donde serán valoradas las mismas y a partir de ello se logre 

determinar si es cierta o no dicha afirmación. 

 

En razón a lo expuesto y para establecer plenamente la legalidad o ilegalidad de las normas acusadas 

de nulidad, se hace imperioso un estudio riguroso para determinar si efectivamente las decisiones 

adoptadas por el municipio de Tuluá (V.) transgreden el ordenamiento jurídico. 

 

Por tal situación, dicho estudio resulta inapropiado en esta oportunidad procesal, puesto que implica 

un examen de fondo que no es propio de esta etapa previa, ya que para ello es necesario hacer uso 

de un análisis normativo a profundidad junto con la jurisprudencia del Consejo de Estado, así como 

un análisis probatorio,  rebasando así la naturaleza de la figura de la suspensión provisional, y por ello 

la misma será denegada, máxime que como se expuso, al verificarse los argumentos expuestos en la 

solicitud de la medida cautelar de suspensión, aunado a los fundamentos determinados en los acápites 

de la demanda de “IV.FUNDAMENTOS DE DERECHO Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN” contenidos 

en su demanda, se tiene que los mismos son bastante amplios, en los cuales se discuten aspectos 

sobre la supuesta vulneración, pero no hay ningún cargo en concreto en esta etapa previa que logre 

concretar el fumus boni iuris (apariencia de buen derecho) necesario para suspender provisionalmente 

los efectos del acto administrativo acusado. 

 

Igualmente, de lo manifestado en la solicitud de medida cautelar, la parte demandante no señala cuál 

es el riesgo o perjuicio irremediable que se ocasionaría, en caso de no decretar la medida cautelar, o 

cuál es la razón por la que se hace necesario el decreto de la medida cautelar antes de la sentencia, 

de tal suerte que la solicitud de la medida de suspensión provisional carecería del elemento del 

periculum in mora, por tanto, es en la sentencia donde se estudiará ampliamente los artículos 

acusados de nulidad para determinar si hay lugar a sacarlos del mundo jurídico. 

 



Finalmente se hace la advertencia, que al tenor del artículo 229 de la Ley 1437 de 2021, la presente 

decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Guadalajara de Buga 

 

R E S U E L V E  

 

Negar la medida de suspensión provisional solicitada por la parte demandante, de conformidad con lo 

analizado en la parte considerativa de esta Providencia. 

 

Elaboró: JEGC 

Notifíquese y Cúmplase, 

 

Firmado Por:

Juan Miguel Martinez Londoño

Juez Circuito

Juzgado Administrativo
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